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BOLETÍN INFORMATIVO* 
 

 

 

SENTENCIA 

SALA CASACIÓN CIVIL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

 

DESAPLICA ARTÍCULO 324 DEL C.P.C 

REQUISITOS PARA ACTUAR ANTE EL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

En fecha 15 de diciembre de 2017, la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia, 

con ponencia del Magistrado Guillermo Blanco Vázquez, expediente número 2016-000066, 

juicio seguido por el Instituto Nacional De Tierras (INTI) contra Jesús Salvador Malavé Marín, 

dictó sentencia en la desaplicó por control constitucional el artículo 324 del Código de 

Procedimiento Civil 

La  Sala estableció: 

“…En tal sentido, la Sala de Casación Civil en esta oportunidad y amparada 

con los postulados sobradamente expuestos, considera necesario revisar y 

modificar, el criterio contenido en la norma contenida en el artículo 324 del 

Código de Procedimiento Civil, en cuanto a los supuestos de procedencia para actuar 

ante esta Máxima Jurisdicción Civil por parte de los profesionales del derecho que no 

detenten las condiciones previstas en la norma sub examine, lo cual, a criterio de las 

Magistradas y Magistrados integrantes de esta Sala, riñen en la actualidad, con las 

normas vigentes de nuestra innovadora y vanguardista Carta Política nacional. 

Determinada como ha sido la necesidad de que esta Sala modifique el 

criterio post constitucional contenido en el artículo 324 del Código de Procedimiento 

Civil, en cuanto a los requisitos de prevalencia para que los profesionales del derecho 

puedan actuar ante esta Máxima Jurisdicción Civil, se hace conveniente concatenar la 

norma en desafuero, con el contenido normativo de los artículos 26 y 257 de nuestra 

Carta Política, el cual establece que: “...toda persona tiene derecho de acceso a los 

órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, 

incluso los colectivos y difusos… a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con 

prontitud la decisión correspondiente…”, cónsono con el criterio constitucional que 

propende el no sacrificar la justicia por omisiones inútiles. 

Asimismo, vale acotar que, la Ley de Abogados en su artículo 4, consagra que: 
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“...Toda persona puede utilizar los órganos de la administración de justicia para 

la defensa de sus derechos e intereses. Sin embargo, quien sin ser abogado deba 

estar en juicio como actor, como demandado o cuando se trate de quien ejerza 

la representación por disposición de la Ley o en virtud de contrato, deberá 

nombrar abogado, para que lo represente o asista en todo el proceso...”. 

(Cursivas de la Sala). 

En este orden de ideas, la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, en 

concatenación con los vigentes postulados de nuestra Carta Política, estableció en su 

artículo 87, lo siguiente: 

“...Para actuar en cualquiera de las Salas del Tribunal Supremo de Justicia se 

requiere la asistencia jurídica de un abogado una abogada que cumpla con los 

requisitos que exige el ordenamiento jurídico...”. 

De las normas supra transcritas, se desprende la consagración constitucional y 

legal del derecho que tienen todas las personas de acceder a los órganos de 

administración de justicia, permitiendo a los justiciables ejercer su derecho en juicio, a 

través de la designación de un abogado de su confianza, con el fin de procurar a quien 

haga uso de tal derecho, de los medios más eficaces tendentes a la protección del 

mismo, sin que las precitadas normas -constitucional o legal-, conminen a otro 

requisito adicional distinto a ser sólo profesional del derecho. 

Ahora bien, respecto al alcance de las anteriores reglas procesales considera 

esta Sala de Casación Civil, discurrir sobre el contenido jurisprudencial que fuera 

emanado por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia Nº 

2151 de fecha 14 de septiembre de 2004 (Caso: Gustavo E. Azócar Alcalá), mediante 

la cual se interpretó el contenido del artículo 18, cuarto párrafo de la Ley Orgánica del 

Tribunal Supremo de Justicia (2004 – derogado), preámbulo determinante en la 

correcta aplicación por parte de este Alto Tribunal, en cuanto al seguimiento de los 

nuevos postulados que enmarcan nuestra Carta Política vigente, en procura de 

garantías tendentes a proteger el Estado Social de Derecho y de Justicia, lo cual debe 

ser igualmente contemplado por esta Máxima Jurisdicción Civil, en cuanto a la norma 

contenida en el artículo 324 del Código de Procedimiento Civil. 

En tal sentido, la precitada jurisprudencia determinó, lo siguiente: 

“(…) permitir en el presente asunto la aplicación de la exigencia contenida en el 

párrafo cuarto del artículo 18 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 

Justicia, referida a los cinco años de graduado que debe tener todo abogado para 

poder actuar ante esta Sala Constitucional, vulneraría el derecho a la tutela 

judicial efectiva de la parte accionante, por cuanto con ello se le limitaría su 

derecho a acceder a los órganos de administración de justicia, preceptuado 

en el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela, que consiste en garantizarle hacer valer sus derechos e intereses 

fundamentales, sin obstáculos innecesarios y ante los órganos judiciales, 
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frente a intromisiones lesivas, generadas por la conducta positiva o negativa de 

un agente determinado, circunstancia que tiene que ver con la protección del 

carácter supremo del Texto Fundamental” (Resaltado de la Sala). 

Dentro de ese mismo contexto ya se había pronunciado la Sala de Casación 

Social del Tribunal Supremo de Justicia, mediante la decisión Nº 241 de fecha 10 de 

abril de 2003: 

“(…) vista la importancia que tienen para la sociedad en general y, en 

consecuencia para el Estado, las materias que conforman el estudio de esta Sala 

de Casación Social, es decir, la materia laboral, agraria y de menores, en virtud 

de la función social que ejercen, resultaría contradictorio ante el texto 

Constitucional, el de limitar el acceso a la justicia, exigiendo el 

cumplimiento de formalidades, a aquellos sujetos que intervienen en 

procesos de esta naturaleza, lo que en definitiva impediría la búsqueda de la 

justicia social, la cual forma parte de los principales objetivos de todo 

Estado Democrático y Social, de derecho y de justicia, fin éste, al que como 

Máximo representante del poder judicial, estamos obligados a garantizar...” 

(Resaltados de la Sala). 

Sobre los anteriores basamentos doctrinarios, compilados de esta Máxima 

Instancia Judicial de la República Bolivariana de Venezuela, en apego al postulado 

constitucional consagrado en el artículo 26 de nuestra vigente Carta Política, a través 

del cual, el Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, 

transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa, expedita, sin 

dilaciones indebidas, y sin formalismos o reposiciones inútiles, esta Máxima 

Jurisdicción Civil, reconoce la obsolescencia contenida en la citada norma 

contenida en el artículo 324 del Código de Procedimiento Civil, el cual se 

encuentra en franco desafuero con nuestra novísima Constitución, y en atención al 

caso sub examine, acuerda, la desaplicación parcial de referida norma procesal, la 

cual tendrá efectos ex nunc a la presente decisión, y en atención a la nueva doctrina 

que acoge esta Máxima Instancia Civil, en lo adelante para proceder a realizar 

cualquier acto procesal ante esta Sala de Casación Civil, no se requerirá otro 

requisito adicional distinto al de ser profesional del derecho, optando las 

Magistradas y Magistrados integrantes de esta Sala por asegurar con preferencia la 

efectividad supremacía de nuestra Carta Política. 

Así las cosas, de acuerdo con la previsión legal dispuesta en el artículo 334 de 

nuestra Carta Política, norma constitucional que regula el control difuso, el cual 

atiende al cumpliendo de los parámetros constitucionales para la desaplicación de 

normas legales con base en el criterio sobre el cual, si una Ley se encuentra en 

oposición a la Constitución, el tribunal competente deberá determinar cuál de las 

reglas en conflicto deben regir al caso; siendo ésta, la real esencia del deber judicial, 

donde la Constitución resulta superior a cualquier acto ordinario de la Legislatura, de 

donde emana inequívocamente su control. 
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En este sentido, la supremacía constitucional se resuelve en varios medios de 

protección, entre los cuales se cuenta precisamente el utilizado por el sentenciador de 

instancia, llamado control difuso de la Constitución. Dicho medio consiste en la 

potestad que se reserva a los órganos judiciales de examinar las leyes de las cuales 

deba valerse para dar solución a un asunto concreto sometido a su dictamen, debiendo 

inclinarse por la inaplicabilidad de las mismas cuando indubitablemente y 

flagrantemente contradigan la Constitución, por cuanto la consecuencia inmediata y 

lógica del principio de la supremacía constitucional, es el de que todo acto que la 

desvirtúe es nulo, variando, no obstante, los medios por los cuales se hace valer tal 

anomalía. 

Por consiguiente, y de conformidad con lo precedentemente expuesto, esta 

Sala de Casación Civil, en la cual impera la resolución de las controversias entre 

los derechos de particulares como hecho trascendente sobre el que descansa la 

seguridad jurídica y la paz social, actuando en acatamiento del deber 

Constitucional con el fin de garantizar su Supremacía, de acuerdo con lo previsto 

en el artículo 7 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y en 

obediencia con lo dispuesto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil y el 

artículo 334 de la Carta Política vigente, procedemos a través de la presente 

sentencia, a desaplicar parcialmente el contenido normativo previsto en el 

artículo 324 de la ley adjetiva civil, por lo que en adelante, no se requerirá para 

actuar ante esta Sala de Casación Civil a los profesionales del derecho, los 

siguientes requisitos 1.- un mínimo de cinco (5) años de graduado, 2.- ni la 

condición de la titularidad de doctor en alguna rama del derecho, judicatura o 

docencia, así como tampoco, 3.- la acreditación expedida por el Colegio de 

Abogados que los habilite para actuar ante esta sede casacional; ello, por colidir 

con las normas contenidas en los artículos 26 y 257 de la Carta Política de la 

República Bolivariana de Venezuela, en sintonía con los vigentes criterios doctrinarios 

de este Alto Tribunal, siendo el único requisito que subsista además de ostentar 

debidamente su condición de abogado, la inscripción en el registro de 

profesionales del derecho que lleva esta Máxima Instancia Civil. Así se decide. 

Ahora bien, de acuerdo con la naturaleza de la decisión que antecede, esta 

Máxima Jurisdicente Civil, en acatamiento del contenido legal establecido en el 

artículo 33 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, ordena remitir 

copia certificada de la presente sentencia, a la Sala Constitucional de este Alto 

Tribunal, a los fines de que la misma, proceda a efectuar un análisis en abstracto 

sobre la constitucionalidad de la norma contenida en el artículo 324 del Código de 

Procedimiento Civil, por colidir con los artículos 26 y 257 de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela que ha sido objeto de desaplicación por esta 

Sala, a través del mecanismo de control difuso previsto en el artículo 334 de la 

Carta Política vigente. Así se establece. 
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Por último, para el presente caso, la Sala advierte que de la revisión de las actas 

procesales en relación al sub lite era posible apreciar que la abogada, Luisa 

Gioconda Yaselli Pares, según el criterio que ha sido objeto de desaplicación por esta 

Sala, no se encontraba habilitada para actuar ante esta Suprema Jurisdicción Civil, sin 

embargo, y de acuerdo con el contenido expuesto en el presente fallo, el escrito de 

formalización propuesto por esta profesional del derecho en fecha 5 de febrero de 

2016, se tendrá como presentado, surtiendo los efectos legales de rigor. Así se 

establece. 

(omissis) 

Tal como claramente se desprende de la doctrina transcrita, aún cuándo pueda 

existir “…la ausencia de citación o el error inicial en la tramitación del juico…”, 

pero la parte actúa de manera fehaciente en la controversia, constituyendo apoderados 

judiciales, realizando actos en el juicio e interponiendo los recursos ordinarios y 

extraordinarios, debe ser reputada como parte, dado que aquel error en su citación, 

“…no afectó en ningún modo el interés de la parte, quien de forma voluntaria actuó 

en el proceso en defensa de sus derechos, y quien mediante representación judicial 

acreditada en juicio demostró con sus actos estar en conocimiento del mismo…”. 

En este orden de ideas, la Sala observa que la empresa “CONTRUCCIONES 

CARÚPANO, C.A.” ha realizado actuaciones a lo largo del iter procesal, apeló de la 

decisión de instancia, anunció el recurso extraordinario de casación contra el fallo del 

juzgado superior constituido con asociados que declaró la inadmisibilidad de la 

demanda por la ausencia en su citación, e incluso procedió a otorgar poder para que se 

consignara el escrito de formalización del mencionado recurso extraordinario de 

casación, todo lo cual conlleva a que efectivamente formó parte de la controversia 

constituyendo así el litisconsorcio pasivo necesario dentro de la demanda de tercería 

de dominio. 

Por todo lo antes expuesto, la Sala concluye que el Juez Superior infringió los artículos 

15 y 341 del Código de Procedimiento Civil, porque la 

empresa “CONSTRUCCIONES CARÚPANO, C.A.”, debe tenerse como parte 

integrante del litisconsorcio pasivo necesario de la tercería de dominio, aún cuándo no 

fue debidamente citada pues desplegó el ejercicio de sus derechos en la presente 

controversia por lo que la declaratoria de inadmisibilidad de la demanda de tercería, 

violó su derecho a la defensa y a la tutela judicial efectiva, lo que determina la 

procedencia de la presente denuncia, tal como se hará de manera expresa, positiva y 

precisa en el dispositivo del presente fallo. Así se decide. 

Por haber encontrado esta Sala procedente una infracción de las descritas en el ordinal 

1º) del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se abstiene de conocer y 

decidir las restantes denuncias contenidas en el escrito de formalización del recurso de 

casación, de conformidad con lo establecido en el artículo 320 eiusdem.” 
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Para revisar la sentencia completa, pulse aquí o siga el siguiente vínculo: 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scc/diciembre/194105-RC.000916-151216-2016-16-

066.HTML 

15 de diciembre de 2016 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito es difundir 

información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe no puede ser interpretado como 

una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se recomienda consultar especialistas en la materia 

para la aplicación de su contenido. Quedan expresamente reservados todos los derechos. 
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